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Introducción 
Con casi diez millones de pobladores en importantes ciudades latinoamericanas (Caracas, 
Bogotá, Lima, Santiago), las realidades sociales se modifican justificadamente desarrollando 
fenómenos culturales de la misma como la industrialización, sobre-población, elevación de índices 
de pobreza y desempleo que se sitúa más cercano a nuestro tema a tratar relacionado directamente 
con el espacio público y su uso.  
El mapa urbano trazado, en la que los procesos migratorios deterioran la naturaleza agro del 
país a una urbanística, la que da origen a un exacerbado crecimiento de la ciudad donde la 
población que escapa de la pobreza extrema o emigra en busca de mejores oportunidades, se 
asientan en algunas zonas periféricas de la ciudad, y al momento aumentar la población, disminuye 
la capacidad de satisfacer necesidades básicas que obligan a una parte de la población a dedicarse 
a la informalidad para su sobrevivencia. Fenómeno claramente surgido de un sector de la sociedad 
no es exclusivo, la desigualdad y falta de oportunidades, marcó un notable decaimiento en las 
políticas laborales ya denigradas por la tercerización, la necesidad de políticas públicas que 
enmarquen una solución clara, precisa y real aplicable a la sociedad bogotana y muy importante 
trabajando de la mano con planes de desarrollo territorial en los que la sociedad civil se involucre 
para salvaguardar los espacios públicos de goce de todos y a la protección a la no minoría de la 
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población que encuentra en el comercio sobre la ocupación de estas una forma funcional de 
satisfacer sus propias necesidades y las de los suyos. 
Antes de poder hablar sobre Derecho al espacio público, derecho al trabajo, y su conflicto dentro 
del contexto social, económico y cultural, debemos analizar las causas que conllevan a este estudio 
y a este fenómeno social. 
 
En primer lugar, consideramos pertinente hacer una referencian al significado de trabajador 
informal, la cual encontramos en el decreto 1048 de 1986, el cual en su artículo primero referencia  
 “Vendedor estacionario: Es quien ejerce la actividad de ventas de bienes o servicios en 
puestos fijos, como casetas, vitrinas, kioscos en espacio público” (1986, Alcaldía de 
Bogotá, 1986) 
 “Vendedor ambulante: Es quien ofrece en venta mercancías o servicios en lugar público 
o abierto al público o en las puertas de los domicilios, trasladándose de un lugar a otro de 
la ciudad a pie o mediante el uso de un vehículo” (1986, Alcaldía de Bogotá, 1986) 
Mismo decreto que en su momento intento crear de una manera correcta y organizada la 
carnetización de dichos trabajadores informales, pero en la cual fenómenos como el 
desplazamiento forzado, diferentes crisis económicas y una tasa de desempleo al aumento, 
conllevaron a que dicho decreto fuese ineficaz e inútil. 
 Uno de los grandes pilares es la composición constitucional que trae inmerso el Derecho al uso 
y goce del espacio público como lo contempla el artículo 63 de la Constitución Política (CP) que 
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a continuación referenciamos: “Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras 
comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y 
los demás bienes que determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e inembargables”.  
Para un mayor entendimiento es necesario precisar que para efectos de este trabajo investigativo 
deberemos identificar en el marco de espacio público a andenes, calles, semáforos, parques, 
esquinas, plazas, playas y cualquier otro lugar que no pertenecen a nadie, sino, que son de la 
Nación, pero para el uso y disfrute de todas las personas, tanto nacionales como extranjeras. 
 
¿Qué sucede cuando este espacio público , es invadido, explotado, posesionado , por personas 
a las cuales no les corresponde; por persona que por necesidad , por supervivencia , por no 
encontrar trabajo formal , han caído a aquel gigante mundo llamado informalidad? 
Aquel mundo que es un fenómeno social a lo largo de todo el territorio nacional, desde la punta 
de la Guajira hasta el último árbol de  Amazonas, desde el departamento de Nariño hasta el 
Vichada, en todas y cada una de las ciudades encontramos aquellos que la mayoría identifica como 
vendedores ambulantes, en un país con un desempleo que en el 2014 se situaba en un 8,8 % y en 
continuo aumento; en el 2017 en un 9,4 según cifras del DANE. Es apenas entendible el hecho de 
que muchas personas ante la impotencia y necesidad tomen este trabajo informal como opción de 
vida. 
 Otro de los factores que acaecen a el crecimiento del trabajo informal es el conflicto interno, 
entre las guerrillas que viven en Colombia en los últimos 60 años (FARC, ELN, grupos 
Paramilitares, BACRIM) y las Fuerzas Militares de Colombia. Este conflicto que acontece desde 
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hace más de 50 años y ha dejado a su paso más de 6 millones de desplazados, los cuales al venir 
del campo a la metrópoli, en muchas ocasiones al no saber a qué más dedicarse o no saber realizar 
alguna labor diferente a la agricultura se ven obligados a la informalidad. 
Bogotá como capital de Colombia y más específicamente en el sector de la Candelaria por estar 
ubicado en la parte central, tanto geográfica como políticamente, de donde emergen los grandes 
poderes del Estado como lo son la Presidencia de la Republica, el Congreso de la Republica, la 
Alcaldía de Bogotá, las grandes Cortes, y demás Órganos de Control Nacional, aquel sitio llamado 
a albergar y recibir a todos aquellos que no pertenecen a la ciudad.  
 
En un sector como La Candelaria en pleno centro de la ciudad  que moviliza miles de personas 
al día y concentra sectores comerciales como residenciales se evidencian fenómenos atribuibles a 
la desigualdad social, económica, cultural y la falta de oportunidades de las que nacen prácticas, 
ahora bastante comunes, para el mejoramiento de la realidad social y económica de un sector un 
tanto desprotegido; como la ocupación de andenes y otros espacios públicos para la 
comercialización de productos que afectan tanto como a habitantes del sector, peatones y visitantes 
ocasionales en su movilidad por el sector, pero cómo dirimir un conflicto de interés de ambos 
sujetos que como todos están protegidos por la Constitución Política y la Ley, todo esto desde el 
principio de la igualdad, el derecho al trabajo, una vida digna y la destinación del espacio público 
para el uso común del mismo y el tránsito de la comunidad, cuando hace parte de una de las 
obligaciones del Estado salvaguardar a los asociados, lo que plantea un tema del que aún queda 
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mucho por tratar, quienes protegen derechos fundamentales personales y la teoría de que el bien 
común siempre deberá prevalecer sobre el bien particular.   
 
Descripción del Problema 
Los vendedores ambulantes son personas que desarrollan la actividad comercial en espacios 
públicos que por lo general no están destinados ni autorizados para que ellos  desempeñen este 
tipo de actividades. En ocasiones los trabajadores se desplazan para desempeñar esta actividad 
mientras que en otras se establecen en ciertas zonas o lugares para cumplir con este fin. Estas 
actividades, que en el transcurrir de los años se han incrementado volviéndose muy frecuentes, no 
se encuentran controladas y vigiladas por el estado, razón por la cual en la actualidad se puede 
observar una gran persecución a este tipo de trabajo.  
 
Cualquiera que sea la modalidad de trabajo que adopte el vendedor estacionario, este siempre 
opta por un estilo de vida que le sea más independiente guiada por diversos factores como los 
sociales, económicos y culturales, que estructuran la necesidad de desarrollar nuevos métodos de 




Formulación del problema 
Es la normatividad colombiana efectiva, comparada con la realidad social de los vendedores 
informales en zonas estratégicas de comercio en la Localidad de la Candelaria, durante los últimos 
tres años y su cumplimiento al resguardar los derechos de los relacionados. 
Hipótesis 
1. Entre mayor efectividad y aplicabilidad de la norma actual que regula el uso del espacio 
público, mayor será la vulneración al objetivo social. 
 
2. Entre menor cantidad de vendedores ambulantes, será mejor aprovechado el uso 
adecuado del espacio público y serán mejoradas las condiciones de trabajo de los 
mismos. 
 
3. Los vendedores informales constituyen un papel importante en la construcción de 
ciudad, satisfaciendo necesidades propias, constituyendo maneras independientes de 





Se propone entonces investigar la afectación y consecuencias sociales de la normatividad sobre 
el espacio público y la protección a sujetos dedicados a las ventas estacionarias o al comercio 
informal en la realidad social de los mismos, determinados así por otros fenómenos culturales 
como el desempleo, la desigualdad y las insuficiencias en regímenes de vinculación laboral en 
Bogotá.  
El sector de La Candelaria es así el lugar elegido para la investigación destacando su 
importancia en el desarrollo económico y cultural, debido a su significación histórica en la 
construcción del país y la ciudad, allí se concentran diariamente una considerable afluencia de 
transeúntes por la ubicación de universidades, hoteles, lugares turísticos, empresas privadas y la 
mayoría de epicentros del poder público que representan un mercado necesario para quienes 
subsisten de ventas de pequeños servicios como la venta de minutos y  productos como goma de 
mascar y cigarrillos. 
El crecimiento de este fenómeno, a pesar de que su existencia no es una novedad, provoca 
conflictos jurídicos dirimidos por altas cortes como la Corte Constitucional, quienes reclaman el 
espacio público y llaman al cumplimiento constitucional del Estado en su artículo 82 de su 
destinación al uso común prevaleciendo sobre el interés particular, pero esto deja de lado a una 




La Corte Constitucional basándose en la protección del mínimo vital y al desarrollo laboral y 
la libre escogencia de profesión, que también son derechos constitucionales, ha hecho caso omiso 
a la norma de normas y ha ponderado el derecho al trabajo sobre el espacio público en contadas 
ocasiones haciendo que se genere un total descontrol en la ponderación legal y jurisprudencial 




Identificar en el periodo 2016-2018 la mayor afluencia de comercio informal en el centro 
histórico de la ciudad de Bogotá localidad La Candelaria, para la asignación tentativa de lugares 
destinadas al desarrollo de esta actividad considerando los derechos fundamentales de quienes se 
dedican a esta y la protección del espacio público del territorio objeto de estudio. 
Objetivos Específicos 
1. Advertir la vulneración al Derecho al Trabajo, a la libre circulación y a otros Derechos 
conexos a los que se ven afectados los intervinientes del conflicto jurídico consecuencia 
de la contradicción judicial realizada por la gestión de la Corte Constitucional en sus 




2.  Calificar de manera el Plan de Desarrollo Territorial y demás legislación laboral 
sobre espacio público, para ponderar la efectividad de estos desde el momento de su 
promulgación hasta el 2016 y su proyección a largo plazo frente al objetivo social de 
protección e integración de sectores vulnerables en la ciudad de Bogotá. 
3.  Advertir la importancia de las ventas informales en el desarrollo económico y 
cultural del sector de La Candelaria y el impacto que ha generado en los habitantes, 
turistas y transeúntes de esta misma en los últimos 2 años.  
Estrategia metodológica 
 
Al tratarse de una investigación de tipo mixto analítico por el tipo de problemática es importante 
orientar las primeras etapas a la recolección de información desarrollando encuestas simples, de 
10 preguntas aproximadamente, que serán diseñadas ulteriormente posibilitando una investigación 
de tipo exploratoria  inicial con el principal objetivo de conocer la población, su historia, 
necesidades y proyectos a futuro usando técnicas de muestreo representativa del 20% en la primera 
población sujeto de estudio, iniciando con el censo propio de vendedores estacionarios y la 
comparación con las estadísticas y otras informaciones recolectadas de la Alcaldía Menor de La 
Candelaria y otras entidades públicas y no gubernamentales para realizar un análisis comparativo 
de los índices y la realidad del sector. Para el análisis del otro lado del conflicto jurídico, los 
habitantes y comerciantes formales del sector, se usarán otras técnicas de muestreo sistemático 




El análisis normativo y jurisprudencial con el que se comparan los resultados de la recolección 
de la información anterior será el siguiente paso para el trazo del esquema que orientará la 





Delimitado y desglosado el problema central de este proyecto de investigación se hace necesario 
exponer los resultados que se esperan obtener a lo largo del desarrollo de este. En primer lugar, es 
necesario interconectar el conocimiento que se sobre el tema, expuesto a lo largo del trabajo, con 
la experiencia de la población afectada directamente por esta problemática. Para ello, es 
fundamental conocer de primera mano la opinión de vendedores ambulantes y ciudadanos que 
constantemente se desenvuelven en la zona de La Candelaria, para lo cual se busca realizar una 
encuesta que permita conocer cuáles han sido los problemas reales que han impedido la efectividad 
de la norma, determinar cuáles son las necesidades de la población y, establecer bases que puedan 
dar paso a una posible solución a dicha problemática.  
Se debe aclarar que no se trata únicamente de buscar exhaustivamente una solución totalmente 
ajena a lo ya propuesto y planteado con anterioridad, sino por el contrario, se trata de tomar eso 
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que ya está hecho y unificarlo con propuestas nuevas que contribuyan a la formación de una 
normatividad eficaz, realista, clara y firme que no dé lugar a vacíos. Por esta razón, es factible 
tomar puntos ya regulados en el ordenamiento, pero aplicarlos basándonos estrictamente en la 
realidad social de la zona y no en ideas utópicas, y para ello cabe aclarar que la solución a este 
choque de derechos no se va a alcanzar a corto plazo, sino que, por el contrario, es un objetivo que 




 Estado del arte. 
 
La venta ambulante es una problemática socio jurídica que se ha intensificado con el transcurrir 
de los años debido a diferentes factores, uno de ellos es el hecho de que “las personas que 
desarrollan este tipo de actividades” (GOBIERNO)  pertenecen a un sector “de la población que, 
en la mayoría de los casos, carece de preparación y capacitación” (FUNLAM) para realizar otras 
actividades y, por lo tanto, no pueden aspirar a ser incorporados a una fuerza diferente de trabajo 
productivo (Lleras, n.d.), razón por la cual desarrollan este tipo de actividad comercial. 
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Los vendedores ambulantes, quienes carecen de espacios destinados especialmente para el 
desarrollo de su actividad comercial, optan por moverse dentro de espacios de uso público que, 
por lo general, no están destinados ni autorizados “para el desempeño de este tipo de actividades” 
(Peru), e incluso se establecen permanentemente en dichos lugares. Lo anterior “tiene un impacto 
directo en la vida de las personas” (Boston) dado que “es un aspecto clave en la calidad de vida de 
cada uno de los habitantes de una ciudad” (HABITAT) e influye en la gobernabilidad de ésta 
puesto que es tarea de los gobiernos locales que haya una gobernanza urbana y gestión sostenible 
en los espacios públicos” (Rau, n.d.). 
 
A pesar de esto, estas actividades no se encuentran efectivamente controladas y vigiladas por 
el estado, razón por la cual se evidencia un conflicto de intereses entre quienes ejercen el derecho 
al trabajo y quienes ejercen el derecho al espacio público. Lo anterior, dando paso a la existencia 
de una persecución enfocada hacia un sector de la población que ve en la venta ambulante una 
forma de subsistencia (Melo, 1998, p. 53).  
Sin embargo, es claro que el estado ha permanecido en constante búsqueda de un orden frente 
a la venta ambulante desde hace varias décadas atrás dado que Bogotá ha sido considerada como 
un referente internacional en temas de defensa, construcción e innovación en materia de espacio 
público, hecho por el cual se instó a participar en un puesta en común de estrategias que buscan la 
revitalización, la recuperación del espacio público, el empoderamiento del espacio público y el 




Esto conllevo a que la norma contemplara ciertos aspectos para el ejercicio de esta actividad 
entre los cuales se encontraba la expedición de licencias o permisos de funcionamiento, la 
estipulación de pautas sobre higiene y salubridad, y los requisitos especiales para su ejercicio (Ruiz 
y Saldarriaga, 1984, p. 36). 
 
El estado ha permitido que “tanto las personas naturales como las empresas tengan la 
posibilidad de hacer uso del espacio público de la ciudad para realizar diversas actividades” 
(Bogotá) sociales o comerciales como bazares, carreras, desfiles, mercados o exhibiciones, más 
sin embargo esto se debe hacer bajo el estricto cumplimiento de tramites específicos y el 
cumplimiento de la regulación que se tiene del uso de estos espacios (Vásquez, 2016, p. 12). 
 
Con el transcurrir de los años se elaboraron nuevas normas con el fin de definir y reglamentar 
esta actividad comercial. Una de ellas es el reglamento del gremio de vendedores ambulantes, 
Decreto 76 de 1950, el cual en su artículo primero los define como toda aquella persona que 
desempeña “actos de comercio sin tener un local o lugar específico especialmente destinado para 




Como ya se había planteado con anterioridad, con este decreto se intentó reglamentar esta 
actividad por medio de la imposición a los vendedores ambulantes de ciertos requisitos para el 
ejercicio de sus labores, encontrándose entre dichos requisitos la obligación de todo vendedor 
ambulante de estar afiliado a una asociación o un sindicato. Sin embargo, en la actualidad se 
evidencia la escasa efectividad que tuvo el Decreto 76 de 1950 dado que la venta ambulante sigue 
siendo una actividad informal y con poco control de las autoridades. 
 
Esto se hace más notorio en el sector de La Candelaria, centro turístico de la capital, donde a 
diario se ve la movilización de vendedores ambulantes y el establecimiento de puestos de comercio 
sobre las calles peatonales, siendo allí donde se hace evidente el conflicto de intereses entre el 
derecho al trabajo y el derecho al espacio público dado que los vendedores ambulantes al ubicar 
sus negocios en lugares de uso público  disminuyen el espacio para la circulación de gente y 
dificultan el cumplimiento del objetivo principal para el cual fueron destinados dichos espacios. 
 
Históricamente, la venta ambulante ha sido un factor influyente en la economía de las ciudades 
e incluso ha sido una manifestación cultural que ha contribuido a la construcción de la sociedad 
como la conocemos hoy en día. A través de los años y debido al aumento de la población se fueron 
creando nuevas actividades con el objetivo principal de satisfacer las necesidades de la misma, 
creándose así la venta informal conocida hoy como venta ambulante. Esta actividad inició 
desarrollándose en las calles debido al uso público de estas, lo que desencadenó en el conflicto que 
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vemos en la actualidad, donde la línea entre el trabajo y el espacio público se ha desdibujado a tal 
punto que no ha sido posible hallar un equilibrio que permita una solución eficaz y duradera a esta 
problemática (Tovar, 1994, p. 74). 
 
Usualmente, los vendedores ambulantes no solo usan la vía pública para el desarrollo de la 
actividad comercial, sino que adicionalmente promueven sus negocios por medio de la formación 
de ferias callejeras que terminan por incrementar el problema debido a la agrupación de vendedores 
que ejercen este tipo de actividad comercial en lugares que no han sido construidos con este fin 
(Soto, 2010, p. 6). 
 
Pero si nos enfocamos en la historia de Colombia y en el cambio que ha atravesado a lo largo 
de los años y los innumerables sucesos que han definido la sociedad Colombiana actual, es claro 
que para darle fin a este conflicto de intereses y choque de derechos, en un principio es necesario 
profundizar en las causas que generaron esta situación entre las cuales podemos encontrar  la 
violencia, el desempleo, la mala administración del gobierno, la desigualdad, la corrupción  y la 
búsqueda del interés particular, lo cual  trajo como consecuencia que gran número de personas 





Es por ello que se hace necesario que se establezca un equilibrio entre derechos que permita la 
subsistencia de la actividad comercial y el derecho al espacio público, y que brinde mayor 
comodidad y seguridad a los habitantes del sector de La Candelaria teniendo en cuenta la 
prevalencia del derecho colectivo sobre el particular que es reiterado varias veces por la normativa 
y la ley. Aun así, no se puede ignorar que la sola violación del derecho al trabajo desemboca en 
una serie de violaciones a diversos derechos como lo son el mínimo vital y la vida digna, entre 
otras, que en consecuencia afecta la calidad de vida, lo cual genera un dilema a la hora de decidir 
cómo proceder frente a esta problemática. 
 
Marco teórico. 
Este proyecto de investigación está enfocado a evidenciar cuál es la efectividad de la 
normatividad colombiana aplicada a la realidad social de los vendedores informales en la 
Localidad de la Candelaria, sin vulnerar derechos constitucionales como el derecho al trabajo y al 
uso del espacio público. 
 
Las ventas de vendedores transitorios corresponden a los individuos que trabajan en actividades 
de la economía informal, principalmente en la calle y se le denomina de esta forma porque: 
“Este tipo de actividad económica que desarrollan no cumple con las regulaciones 
marcadas por las leyes, es decir, que no está formalmente constituida y por ende, no paga 
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impuestos ni servicios. Por definición, la economía informal es ilegal, pues de ella forma 
parte tanto los vendedores transitorios, como los fabricantes de productos piratas, los 
contrabandistas, entre otros” (JHONATAN CARRILLO) 
 
Existen diferentes normatividades enfocadas a la regulación de este tema en Colombia, pero al 
mirar su eficacia se observa que no es suficiente, o no se aplica en su totalidad, tomando como 
referencia la Localidad de la Candelaria que es una de las más afectadas por este fenómeno debido 
a su ubicación estratégica en la ciudad, una de las posibles medidas es la reubicación de los 
vendedores transitorios en lugares diseñados para el comercio, con el fin de dar seguridad tanto al 
vendedor como a los compradores, y de esta manera no vulnerar el derecho al trabajo o el derecho 
al uso del espacio público. 
 
Determinar cuál es el medio idóneo para que estos vendedores transitorios hagan uso adecuado 
del espacio público y al mismo tiempo no se les vulnere el derecho al trabajo no es fácil, debido al 
arraigo, a la cantidad de vendedores informales, al poco espacio que se destina sólo para esta 
actividad y a la tolerancia que ha tenido este tema en las diferentes Alcaldías, además que la poca 





Según O.C. Díaz, la inclusión, dentro de un esquema posestructuralista es “una actitud, un 
sistema de valores y creencias, no una acción o conjunto de acciones. Implica reconocer unos 
ejercicios de poder, unos lenguajes, unas relaciones por deconstruir y reorientar. Exige ofrecer una 
propuesta de actuación que impida la transformación de las diferencias en símbolo de 
marginación” (Díaz, 2005) que nos posibilita una relación estrecha con el concepto de justicia 
como principio moral basado en la verdad. No buscando una igualdad de oportunidades o recursos 
sino un enfoque de protección a poblaciones vulnerables determinables por los factores que dan 
origen a la desigualdad que pueden ser de orden histórico, económico, cultural y político en este 
caso Institucional, concepto del Ministerio de Educación que afirma la consecuencia poca 
presencia o ausencia del Estado o de los servicios que debe prestar “debido a la carencia de un 
desarrollo institucional a nivel local y regional que atienda las necesidades básicas de las 
poblaciones o dificultades de comunicación y relaciones de dependencia y desequilibrio con la 
economía de mercado”. 
Al análisis de causas de dichos fenómenos, el desempleo como la  situación primigenia, aborda 
al grupo de personas que en edad trabajar se encuentran disponibles, pero para ejercicio de la 
investigación compete específicamente el tipo de desempleo oculto que se define  
“como  las personas de doce años o más que no tienen empleo actualmente, se encuentran 
disponibles para empezar a trabajar, y no han hecho diligencias en busca de trabajo en el 
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último mes pero sí en los últimos doce meses y tienen una razón válida para haber dejado 
de buscarlo” (Subgerencia Cultural del Banco de la República. 2015). 
 
Fundamentando en el desarrollo de factores en pro de creación de nuevas oportunidades y 
destinación de esfuerzos y fondos del Estado para la protección de estos sectores, iniciando con la 
legislación sobre el tema tratado, “según la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos” (Cruells) la regulación legal es el establecimiento de condiciones o requerimientos 
para empresas, personas y el Gobierno mismo, mediante “leyes, órdenes formales e informales y 
reglamentos subordinados que emanan de todos los órdenes de gobierno” (OCDE, 2012) concepto 
necesario para el análisis de realidades sociales como esta. 
En la legislación Colombiana el legislador define que constituye el espacio público de la ciudad; 
“las áreas requeridas para la circulación, tanto peatonal como vehicular, las áreas para la recreación 
pública, activa o pasiva, para la seguridad y tranquilidad ciudadana, las franjas de retiro de las 
edificaciones sobre las vías, fuentes de agua, parques, plazas, zonas verdes y similares, las 
necesarias para la instalación y mantenimiento de los servicios públicos básicos” (Dirección 
impuestos distritales Concepto No. 388/30.08.95) 
Los sujetos protagonistas usan el trabajo en la economía informal, según “Planificación Urbana 
Inclusiva para los Trabajadores en la Economía Informal proporcionan servicios necesarios para 
las comunidades produciendo bienes asequibles en lugares convenientes, ya sea para el mercado 
local como mundial, y reducen los costes de los planes de gestión de residuos sólidos mediante el 
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reciclaje. También, compran y venden a las empresas formales, contribuyendo así a la sociedad y 
la construcción de ciudad de una manera real y tangible” (WIEGO, 2016) es por esto que es 
necesaria una protección social debe considerarse como un derecho y no como un asunto de solo 
asistencialismo, el cual los Estados deben garantizar y los ciudadanos tienen el derecho de exigir 
y que está fundamentado en la justicia social e igualdad de derechos (Pirón, 2004).  
 
Marco Histórico: Inclusión Legal Laboral. 
Cuando hablamos de Inclusión Laboral tenemos que tener en cuenta que la primera mirada que 
se le dio a este concepto de modo claro en los sectores desprotegidos de las sociedades modernas 
que son lo que nos interesan para él  se encuentran de esta investigación parten en el siglo XX, 
mediante la radicación de  Convenios Internacionales respecto al aprovechamiento del Potencial 
Humano,  ejemplo de esto es “el Convenio 142 de la Organización Internacional del Trabajo” 
(OIT) en 1975, el cual versa sobre el desarrollo de los recursos humanos; complementando las 
disposiciones establecidas en la “Declaración Universal de Derechos Humanos o el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales” (Levenzon, 2009) 
Haciendo una línea del tiempo para recurrir de manera ordenada y recurrente a toda la 
normatividad que recoge este tema debemos iniciar por Argentina, que en el año de 1974 se da un 
gran avance respecto a la inclusión laboral de las personas en condición de discapacidad, dado a 
que no solo se permitió la participación de este grupo en la expedición de la norma que los regularía 
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y cobijará, sino que también les otorgó voz sobre su situación, ante lo cual manifestaron: “(…) no 
queremos pasar de un estado que nos marginó a un estado que nos sobreprotege. Estamos forjando 
los instrumentos necesarios para lograr nuestra integración con la sociedad y no fuera de ella, ni 
esperando que ésta lo haga por nosotros” (UNSEL, 1974), llevando a la sanción de la Ley 20.293 
que dentro de su texto contempla un porcentaje superior al 4% de personas con discapacidad en 
todo tipo de empresas, por ejemplo. 
 
Dos años después, en 1976, con la instauración de la dictadura cívico militar se derogó esta Ley 
y mediante los mecanismos en esta establecida, se sancionó la ley 22.431, la cual tendría por 
propósito el generar estímulos para neutralizar las desventajas traídas por su discapacidad y les 
permita desenvolverse como una persona normal, siendo este concepto excluyente de las personas 
en esta condición y dejando de lado a las empresas privadas respecto a este porcentaje de 
contratación. 
 
Continuando con la idea formada en el país suramericano, se encuentra la firma del Acta Única 
Europea, firmada en 1986, reformatoria del Tratado de Roma, en la cual la Comunidad Europea 
impulsa la política social, al plantear como finalidad el "reducir las diferencias entre las diversas 
regiones y el retraso de las regiones menos favorecidas " (art. 130 literal a del Acta) mediante una 
mejor coordinación y racionalización de los organismos de la Comunidad. Estas reformas se hacen 
en junio de 1988 y en 1989, aprueban la “Carta comunitaria de los derechos sociales fundamentales 
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de los trabajadores” (Amersur) la cual es suscrita por todos los miembros de la Comunidad 
Europea. 
 
“Ya en 1992 se firma el Tratado de la Unión europea, la cual recoge como uno de sus objetivos 
el promover el progreso y un alto nivel de empleo” (España) el cual sería desarrollado 
posteriormente por el Protocolo 14, el cual nos habla de “fomentar el empleo, la mejora de 
condiciones de trabajo, protección social y el desarrollo de los recursos humanos para lograr un 
nivel de empleo elevado y contra las exclusiones” (Protocolo 14, 1992). 
 
En el año de 1997 se producen varias firmas de Tratados con varias de las grandes empresas en 
Europa, de los cuales se resalta la eliminación de ciertas formas temporales de contratación, 
consagrando además una indemnización por despido a minusválidos, mayores de 45 años, etcétera, 
refiriéndose a los sectores desprotegidos de la sociedad, volviendo el trabajo parcial de manera 
más completa en 1998. 
 
En España donde se firma el “Pacto Social por la No Discriminación Asociada al VIH y al 
SIDA” de 2005, el cual va encaminado a la normalización laboral de las personas con VIH dado 
al estigma social que tienen estas personas dada su condición respecto a las connotaciones sociales 




En el continente americano, en México se encuentra gran variedad de regulación respecto a la 
inclusión laboral de personas con discapacidad, las mujeres, aquellos con preferencia sexual 
diferente y a todos aquellos que sean portadores del Virus de Inmunodeficiencia Humana (VIH). 
Estableciendo dentro de su normativa que estas personas, en concordancia con lo dispuesto en las 
normativas nacionales e Internacionales sobre derechos, merecen un efectivo reconocimiento de 
su actividad laboral, independientemente de sus capacidades físicas o cualquier otro rasgo 
discriminatorio que se pueda presentar, todo en el marco de la inclusión laboral. Situación similar 
pasa en Perú durante 2008, tras la expedición de la Convención sobre los Derechos de las personas 
con Discapacidad, en el que se menciona a la responsabilidad social de propiciar un ámbito 
participativo para estas personas mediante la accesibilidad el trabajo, entre otras. 
 
En Colombia encontramos, en primer lugar, la ratificación de diversos Tratados sobre inclusión 
laboral y la no discriminación de diversos sectores sociales (discapacitados y personas con 
VIH/SIDA), pidiendo en 1997 la Ley 361, la 789 y la 14 de 1990, las cuales se enfocan en la 
inserción laboral de reservistas de honor y apoyo para las personas con discapacidad en el territorio 
Colombiano, no solo buscando mecanismos de integración de todos aquellos pertenecientes a 
comunidades vulnerables y también se difunden maneras de contratación dentro del territorio 
Nacional, ofreciendo beneficios tributarios como la deducción de un porcentaje en el impuesto de 
renta, disminución en la cantidad de aprendices,  exclusión del pago de subsidio Familiar, SENA 
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e ICBF, entre otros; enfatizando también en la buena imagen social de la empresa y validando 
estudios respecto a la productividad intelectual de las personas en condiciones de discapacidad; 
además de diseñar estrategias encaminadas a la inclusión laboral de estas dentro de la sociedad. 
 
Teniendo en cuenta la anterior exposición se puede notar que la inclusión laboral es 
contemplada a nivel Internacional de diversas formas; de manera evidente esta normatividad sólo 
ha sido aplicada respecto a las personas con discapacidad y recientemente, en sectores como los 
recicladores, teniendo en cuenta que ambos grupos son numerosos y se encuentran en condiciones 
de realizar una labor debidamente remunerada. Cosa así no pasa con los artistas circenses 
callejeros, los cuales nunca han sido tenidos en cuenta al momento de tomar acciones sobre la 
inclusión laboral, siendo la validez la dimensión jurídica afectada al no haber mecanismo alguno 
que cobije a estos trabajadores, precisando que dentro de la Constitución Política de Colombia y 











La Constitución Política del país establece en su preámbulo como fin fundamental del estado 
asegurar a sus integrantes el trabajo y en su artículo 25 define el trabajo como  
“un derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la especial 
protección del Estado y en el cual toda persona tiene derecho a un trabajo en condiciones 
dignas y justas, a la vez la obligación del estado en la protección del espacio público y 
destinación al uso común” (Constitucional, 2005) 




“Artículo 25: El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus 
modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo 





“Artículo 82: Es deber del Estado velar por la protección de la integridad del espacio 
público y por su destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés particular” 
(Colombia, 1991) 
 
“La Constitución Política de Colombia de 1991 en su Artículo 25 consagra el derecho al trabajo 
como un derecho fundamental, y en su Artículo 82 consagra el derecho al espacio público como 
un derecho colectivo y del ambiente” (Montenegro) ambos derechos constitucionales, debido a 
esto y teniendo en cuenta que el derecho al trabajo es de interés particular y el derecho al espacio 
público es de interés general, allí se encuentra cierta discordancia en cuanto a estos derechos 
debido a que el interés general prima sobre el interés particular, en este caso es un derecho 
particular fundamental, íntimamente ligado al mínimo vital, reiterado de esta manera: 
“por la jurisprudencia constitucional de la Corte como un derecho que se deriva de los 
principios de Estado Social de derecho, dignidad humana y solidaridad, en concordancia 
con los derechos fundamentales a la vida, a la integridad personal y a la igualdad en la 
modalidad de decisiones de protección especial a personas en situación de necesidad 








Decreto 76 de 1950. 
 
Este Decreto define como vendedor ambulante, en su Artículo 1º, “como todo aquel que ejecuta 
actos de comercio sin tener local especialmente establecido y destinado para ello” (Bogotá A. d., 
Alcaldía de Bogota) 
 
Y en su Artículo 27 se expone que: 
“La Alcaldía procederá a hacer construir en los lugares adecuados de las vías centrales, 
plazas o parques, kioscos especiales para la venta de prensa, golosinas, loterías, flores, etc., 
y los alquilará por el sistema de licitación a los gremios de vendedores estacionarios” 
(1950) 
 
Dicho lo anterior cabe resaltar que esto no se ha realizado, debido a que observamos lugares en 
vías públicas, parques, plazas, etc… que están destinados para uso exclusivo de vendedores 
estacionarios, cerrados, abandonados, en mal estado y deterioro y no se les da el uso adecuado, en 
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cambio en la Localidad de la Candelaria observamos en cada esquina un vendedor estacionario 
con su puesto de trabajo, en no muy buenas condiciones. 
 
 
Decreto 78 de 1970. 
 
Este Decreto con respecto al anterior, nos da un concepto más amplio de vendedores, 
clasificándolos en dos grupos en su Artículo 1º, los vendedores ambulantes y los vendedores 
transitorios, para nuestro evento serán los vendedores transitorios. 
 
Este Decreto regula los aspectos sobre la carnetización de los vendedores transitorios, el 
concepto favorable de la Secretaría de Salud para la venta de sus productos, y la expedición de 
licencias por esta institución al igual que la Secretaría de Gobierno. 
 
Nada de esto se realiza debido a falta de atención hacia esta población, lo que genera cierto 
olvido para mejorar sus condiciones y una rememoración al momento de buscar culpables del 




Decreto 1048 de 1986. 
En el artículo 1 de este decreto “por el cual se reglamenta el Acuerdo 3 de mayo 10 de 1977 y 
se dictan disposiciones sobre mercado informal en el Distrito Especial de Bogotá” (Ospina) define 
los vendedores estacionarios y los ambulantes de la siguiente manera. 
 “El mercado informal en Bogotá está compuesto por: 
Vendedor estacionario: Es quien ejerce la actividad de ventas de bienes o servicios en 
puestos fijos, como casetas, vitrinas, kioscos en espacio público. 
Vendedor ambulante: Es quien ofrece en venta mercancías o servicios en lugar público o 
abierto al público o en las puertas de los domicilios, trasladándose de un lugar a otro de la 
ciudad a pie o mediante el uso de un vehículo”  
 
Además de eso expresa la acción de carnetización de los mismos con el fin de tener un control 
en la cantidad de personas que ejercen esta acción como medio de trabajo. 
Observando los diferentes decretos se observa que no es una falta de normatividad lo que genera 
que se presenten vendedores estacionarios en La Candelaria sin un espacio adecuado, es la falta 




Decreto 98 de 2004. 
Hay una evolución en cuanto al término de vendedores informales, ya que en este decreto 
amplían su clasificación dependiendo la afectación al espacio público y la periodicidad con la que 
la practican; 
 
·      Vendedores informales estacionarios. 
·      Vendedores informales semiestacionarios. 
·      Vendedores informales ambulantes. 
·      Vendedores informales permanentes. 
·      Vendedores informales periódicos. 
·      Vendedores ocasionales o de temporada. 
El Artículo 12 expresa el uso de espacios públicos recuperados y/o preservados y el Artículo 
13 sobre las zonas especiales; a las cuales les corresponderá: 
 “Los Alcaldes Locales, en coordinación con la Policía Metropolitana de Bogotá, 
determinar las zonas de su jurisdicción que, por cuestiones de seguridad, no puedan ser 
ocupadas temporal o permanentemente por vendedores informales. Así mismo los Alcaldes 
Locales, en coordinación con el Fondo de Ventas Populares, determinarán aquellas que 
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deben ser reservadas para desarrollar actividades comerciales, culturales o de recreación, 
las cuales no pueden ser ocupadas temporal o permanentemente por vendedores 
informales” (Veeduria) 
 
Decreto 469 de 2003  
 
Modifica el Decreto 190 de 2004 Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá D.C 
Artículo 21. Sistema de espacio público 
“...Es una red que responde al objetivo general de garantizar el equilibrio entre densidades 
poblacionales, actividades urbanas y condiciones medio ambientales, y está integrado 
funcionalmente con los elementos de la Estructura Ecológica Principal, a la cual 
complementa con el fin de mejorar las condiciones ambientales y de habitabilidad de la 
ciudad en general.” (Bogotá A. d., Alcaldia de Bogotá) 
 
El segundo parágrafo del presente artículo conceptualiza el espacio público desde un enfoque 
multidimensional es decir como conjunto de componentes con un propósito importante en la 
culturalidad y la transformación de la ciudad, su contexto y el desarrollo de sus habitantes, y no 
sólo como una parte simple de algo más grande. Consideramos entonces como un desarrollo 
importante porque en teoría requiere previo al desarrollo legislativo sobre el espacio público un 
análisis técnico consciente sobre los impactos a diferentes sectores que lo caracterizan como red. 
 
 




 “por el cual se adopta el Código de Construcción del Distrito Capital de Bogotá", define 
los andenes como la superficie lateral de la vía publica destinada al tránsito de peatones, 
comprendida entre la línea de demarcación del predio y del sardinel” (Bogotá A. d., 
Alcaldia de Bogotá) 
 Decreto 1504 de 1998 en su artículo 5°, clasificó los andenes como  
 
“uno de los elementos constitutivos artificiales del espacio público. En consecuencia, se 
requiere una reglamentación especifica que oriente las intervenciones en los andenes y en 
los espacios públicos de circulación peatonal” (Decreto 1504 de 1.998) 
Decreto 619 de 2000 en su artículo 233: 
 
“...constituidos por los bienes de uso público destinados al desplazamiento, uso y goce de 
los peatones, y por los elementos arquitectónicos y naturales de los inmuebles de propiedad 
privada que se integran visualmente para conformar el espacio urbano. Tienen como 
soporte la red de andenes, cuya función principal es la conexión peatonal de los elementos 
simbólicos y representativos de la estructura urbana.” (2000) 
 
Ley 1551 de 2012 condiciona la presentación de los planes de ordenamiento territorial (POT) que 




“un instrumento básico y serán presentados cada 12 años ante el Concejo municipal o 
distrital. Bogotá entonces se encuentra en el proceso de creación y revisión en los 
componentes de corto, mediano y largo plazo del pasado plan incluido en el decreto 190 
de 2004 con las disposiciones de  Decretos 619 de 2000 y 469 de 2003 que se caracteriza 
por la inclusión de la población en la definición de proyectos y prioridades” (Senado) 
Capitulo III 
Conceptualización 
El espacio publico 
Para dar una apertura a este tema tenemos que partir por dejar claro lo que se entiende como 
espacio público en el territorio Colombiano, o que bien podría ser una generalidad que tenga la 
ventaja de ser más perceptiva al mundo y a las personas que no tengan un conocimiento técnico 
frente al tema; es por esto que el Ministerio de Vivienda nos da la siguiente noción: 
“se podría decir que el espacio público es «todo aquello que está de la puerta de la casa 
para afuera». Su importancia radica en que su buen estado, calidad arquitectónica, 
continuidad, accesibilidad y adecuado aprovechamiento y uso, incide de manera directa 
sobre los comportamientos y el nivel de bienestar de los ciudadanos. El espacio público es, 
en esencia, la materialización espacial de las relaciones sociales y, por ende, la principal 
expresión de la calidad de vida de las comunidades urbanas” (Vivienda) 
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“Técnicamente, el espacio público se define como el “conjunto de inmuebles públicos y 
los elementos arquitectónicos y naturales de los inmuebles privados, destinados por su 
naturaleza, por su uso o afectación a la satisfacción de necesidades urbanas colectivas que 
trascienden, por tanto, los límites de los intereses individuales de los habitantes…” 
(Alcaldia Mayor de Bogotá, 2000) 
Materializando el concepto de espacio público se llega a la finalidad de dividir el espacio 
público ya sea por sectorizaciones físicas o dinámicas; pero para funcionabilidad de este trabajo, 
tocaremos las características principales del espacio público para poder entender más 
detalladamente la importancia que requiere este tema; entre sus características están: 
 
“Comprenden escenarios deportivos, parques, plazas, reservas ambientales, lugares 
patrimoniales y culturales, la red vial y peatonal. 
Comparten beneficios y servicios, es un escenario de convivencia ciudadana y genera vida 
en comunidad.”  
Según Fernando Viviescas “el espacio público es en lo esencial el ámbito de la expresión de la 
confrontación y de la producción cultural, esto es artística y científica del hombre” 
Por otro lado y según la normatividad colombiana y al alcance del pensamiento del 
legislador y en concordancia con lo estipulado directamente en la Ley 9 de 1989 se 




“el conjunto de inmuebles públicos y los elementos arquitectónicos y naturales de los 
inmuebles privados, destinados por su naturaleza, uso o afectación, a la satisfacción de 
necesidades urbanas colectivas que transcienden, por tanto, los límites de los intereses 




“Los vendedores ambulantes son un componente integral de las economías urbanas alrededor 
del mundo. Como distribuidores de mercancías y servicios asequibles, estos trabajadores 
proporcionan a los consumidores opciones convenientes y accesibles de comercio minorista y 
forman una parte vital de la vida económica y social de una ciudad. La venta ambulante como 
ocupación ha existido por cientos de años” (Bromley, 2000) 
“Los vendedores ambulantes responde a una concepción autoritaria de la ciudadanía que se 
fundamenta en virtudes cívicas descontextualizadas, impuestas coactivamente, funcionales a los 














Política Nacional de Espacio Público 
Con estudios, consultas y varios  aportes de las entidades territoriales, se desarrolla el Plan de 
Ordenamiento Territorial, definiendo las estrategias próximas para la conservación de lo público 
a partir de los cuatro ejes problemáticos identificados para el periodo 2010-2014 que van desde 
vacíos normativos a falta de infraestructura institucional para el diseño y uso de los espacios, que 
resultan entonces en la operación conjunta de autoridades territoriales y ambientales para la gestión 
de programas de sostenibilidad del espacio público. 
Las políticas nacionales no representan una solución real a los planteamientos y problemáticas 
debido a que sugieren una réplica de diseños y gestiones en ciudades que difieren directamente en 
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sus contextos físicos, sociológicos y culturales fenómeno que perjudica a la población objeto de 
dichos proyectos que en este caso se trata de grupos especialmente vulnerables que requieren 
intervención directa para el mejoramiento de su calidad de vida. 
Los procesos de urbanización a los que se someten exponencialmente la ciudad de Bogotá 
deben entenderse desde la comparativa directa de las necesidades colectivas y las funciones 
propias de la ciudad, entonces es necesaria la asistencia técnica que oriente el accionar de las 
autoridades para la gestión y control del espacio público que correspondan a resultados reales a 
corto, mediano y largo plazo. 
 
 
Normatividad distrital, Localidad la candelaria 
ACUERDO 25 DE 1972 por el cual se crea el "Fondo de Ventas Populares" y se dictan medidas 
para su organización y funcionamiento. 
Reemplaza el anterior Fondo de Restaurantes Populares, con personería jurídica y patrimonio 
propio parte de arrendamientos de estructuras levantadas para su propósito principal la obtención 
de recursos para la gestión de proyectos para vendedores ambulantes y estacionarios afiliados tras 
certificación de un sindicato o una declaración extra juicio y su debida carnetización, especificado 




DECRETO 1048 DE 1986 por el cual se reglamenta el Acuerdo 3 de mayo 10 de 1977 y se 
dictan disposiciones sobre mercado informal en el Distrito Especial de Bogotá y se derogan los 
Decretos 1509 y 2186 de 1982. 
La necesidad de modernizar los sistemas de control a partir del censo a vendedores ambulantes 
y estacionarios realizada en 1985 buscando su incorporación en la economía formal y a su vez la 
protección al consumidor final de los productos alimenticios comercializados, que exigirá no solo 
el carnet que lo certifique como vendedor informal sino también una licencia sanitaria y limitará 
su actividad entre las 5 y 24 horas y el espacio único que ocupe su carro o vitrina sin poder anunciar 
su producto o producir ruido en los espacios específicos previamente solicitados con prioridad de 
adultos mayores y personas con movilidad reducida.  
DECRETO 1515 DE 1986 Por el cual se dictan norma sobre vendedores del Sector Informal 
de Comercio. 
 
A partir de este decreto el alcalde mayor se abroga toda facultad de expedir licencias y permisos 
que permitan el uso del espacio público para el comercio informal en la ciudad de Bogotá con 
recomendación técnica especial y la creación de una comisión que regule las actividades y 




ACUERDO 18 DE 1989 por el cual se expide el Código de Policía para el Distrito Especial de 
Bogotá. 
TÍTULO VI DE LA LIBERTAD DE INDUSTRIA Y COMERCIO 
CAPÍTULO PRIMERO DE LOS ESTABLECIMIENTOS COMERCIALES E 
INDUSTRIALES Y DEL VENDEDOR AMBULANTE 
La verdadera importancia de los dos artículos definiendo y especificando de nuevo la facultad 
del alcalde mencionada en el punto anterior, respecto a nuestro tema es la ubicación debido a que 
el vendedor ambulante podría deducirse que se encuentra dentro de las actividades legales y de 
protección. 
ACUERDO 79 DE 2003 POR EL CUAL SE EXPIDE EL CÓDIGO DE POLICÍA DE 
BOGOTÁ D.C. 
  
CONSERVACIÓN DEL ESPACIO PÚBLICO Artículo 70 los comportamientos aceptables 
para dicho propósito y entre ellos el no facilitar la ocupación indebida del espacio público mediante 
venta ambulante o estacionaria numeral 3, diferencia clara con el anterior código de policía 
mencionado. Los componentes del espacio público construido son de uso colectivo y actúan como 
reguladores del equilibrio ambiental, social, y cultural como elementos representativos del 
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patrimonio distrital, y garantizan el espacio libre destinado a la movilidad, recreación, deporte, 
cultura y contemplación para todas las personas en el Distrito. 
Que el artículo 80 del Código de Policía de Bogotá señala que la ocupación indebida del espacio 
público construido no sólo es un factor importante de degradación ambiental y paisajística, sino 
que entorpece la movilidad vehicular y peatonal y pone en peligro la vida, la integridad y el 
bienestar de las personas. 
 
DECRETO 462 DE 2003. Por el cual se dictan procedimientos para la preservación y 
recuperación del espacio público construido en el Distrito Capital (DEROGADO POR DECRETO 
98 DE 2004) 
 
Previo a la intervención física policial es necesario un procedimiento administrativo mediante 
acto administrativo motivado que significaba como requisito una querella de recuperación de bien 
de uso público iniciada de oficio, a petición de parte o de cualquier entidad interesada, de 
conformidad con los artículos 225 a 229 del Acuerdo 79 de 2003 que podrá hacer cualquier 
persona, entidades de control o de oficio. 
La actividad policial iniciará con aprehensión material y decomiso de los productos cuando no 




DECRETO 469 DE 2003 que modifica el Decreto 190 de 2004 Plan de Ordenamiento 
Territorial de Bogotá D.C  
Artículo 13. Política sobre recuperación y manejo del espacio público. 
"La política de espacio público se basa en la generación, construcción, recuperación y 
mantenimiento del espacio público tendientes a aumentar el índice de zonas verdes por habitante, 
el área de tránsito libre por habitante, su disfrute y su aprovechamiento económico, bajo los 
siguientes principios que orientan el Plan Maestro de Espacio Público: 
Numeral 7. La equidad en la regulación del uso y aprovechamiento por diferentes sectores 
sociales.” 
El alcalde en uso de sus facultades de revisión del POT modifica el artículo 13 y define los 9 
principios fundamentales para la creación, gestión y aplicación de políticas públicas distritales 
basado en anteriores políticas distritales globales 
Plan maestro de espacio público 2005 
 




Artículo 8 Numeral 14. Comisión Intersectorial del Espacio Público del Distrito Capital. 
Mediante la creación de las comisiones el distrito busca vigilar y promover la implementación 
de políticas que involucren a diferentes entidades o sectores de la administración en pro del 
correcto desarrollo de los planes nacionales y distritales aplicados a la capital, su principal función 
será la progresiva estructuración del Sistema Distrital de Gestión del Espacio Público en busca de 
eficacia de programas y proyectos protegiendo los derechos en la ciudad. 
 
DECRETO 456 DE 2013 
Las actividades de aprovechamiento económico del espacio público están reguladas por el 
decreto que considera las actividades reglamentadas y lícitas que en margen del cumplimiento de 
los principios de proporcionalidad y sostenibilidad y mantenimiento que los beneficios otorgados 
a particulares sobre el espacio público que generen provecho económico debe ser retribuido al 
distrito y su administración para mantener y preservar el espacio común. 
Esta práctica corresponderá según el decreto, artículo 6 numeral 6,2 literal b. una actividad 
temporal de mediano plazo específicas para la población en estado de vulnerabilidad que se dedica 
a las ventas informales determinado por el Instituto para la Economía Social (IPES) en las 
nombradas Zonas de Aprovechamiento Económico Reguladas Temporales (ZAERT) delimitadas 
para este único uso y controlado a su vez por el Comité Intersectorial del Espacio Público deberá 
ser mayor a un año pero no superar los 5 años y el usuario tomará el nombre de aprovechador. El 
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espacio público será entonces entendido como un derecho colectivo general para su uso y un 
escenario para el desarrollo. Constituye un plan para el espacio público y como lo afirma el decreto 
no una política de atención a los vendedores informales. A su vez este implica el llamado pago de 
la retribución, que  sólo se exceptúa cuando la actividad repercuta un beneficio mayor a la ciudad 
directo o indirecto a través de un procedimiento de la entidad gestora, la no exclusión del pago a 
los vendedores informales a pesar de su condición de vulnerabilidad podría significar que la 
posibilidad de disminuir la utilización indebida del espacio público no sería cercana a la realidad, 
la transición a la legalidad de sus actividades no podría concretarse y estos espacios serán 











Desarrollo policivo y medios de control físico 
Artículo 92. Comportamientos relacionados con el cumplimiento de la normatividad que 
afectan la actividad económica. Corregido por el art. 8, Decreto Nacional 555 de 2017. Los 
siguientes comportamientos relacionados con el cumplimiento de la normatividad afectan la 
actividad económica y por lo tanto no deben realizarse 
1. Vender, procesar o almacenar productos alimenticios en los sitios no permitidos o 
contrariando las normas vigentes. 
10. Propiciar la ocupación indebida del espacio público. 
12. Incumplir las normas referentes al uso reglamentado del suelo y las disposiciones de 
ubicación, destinación o finalidad, para la que fue construida la edificación. 
Artículo 135. Comportamientos contrarios a la integridad urbanística. Corregido por el art. 10, 
Decreto Nacional 555 de 2017. Los siguientes comportamientos, relacionados con bienes 
inmuebles de particulares, bienes fiscales, bienes de uso público y el espacio público, son 
contrarios a la convivencia pues afectan la integridad urbanística y por lo tanto no deben realizarse, 
según la modalidad señalada: 
3.  En bienes de uso público y terrenos afectados al espacio público. 
Artículo 140. Comportamientos contrarios al cuidado e integridad del espacio público. 
 
4. Ocupar el espacio público en violación de las normas vigentes. 
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Capítulo V  
Jurisprudencia 
Análisis de las sentencias jurisprudenciales principales 
 
Análisis de la sentencia  C 211/2017 
  
Ubicación: 
Corte Constitucional, Bogotá 5 de abril 2017, Magistrado ponente Dr. Iván Humberto Escruceria 
Mayolo, expediente D-11638, Sentencia. 
Hechos: 
En ejercicio de la acción de inconstitucionalidad el ciudadano Inti Raúl Asprilla Reyes solicita a la Corte 
que declare la inexequibilidad del artículo 140, numeral 4, parágrafo 2º (numeral 4) y parágrafo 3º de la 
Ley 1801 de 2016, “por la cual se expide el Código Nacional de Policía y Convivencia”. (Relatoría, Corte 
Constitucional) 
 Pretensiones 
Que se declare inexequible la norma acusada por el accionante en virtud a la protección del mínimo vital 
y el Derecho al Trabajo. 
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Problema jurídico  
“¿si el numeral 4 y los parágrafos 2 (numeral 4) y 3 del artículo 140 de la Ley 1801 de 2016, que 
establecen la prohibición de ocupar el espacio público en violación de las normas vigentes y prevén 
sanciones pecuniarias para quien incurra en las conductas tipificadas, como también el decomiso o la 
destrucción de los bienes cuando se verifique que el comportamiento ha ocurrido en dos o más ocasiones; 
al afectar a los vendedores informales u no incluir acciones afirmativas para ellos, infringen los principios 
fundamentales del Estado social de derecho, la dignidad humana, los fines esenciales del Estado, la 
efectividad de los derechos, la participación y el ornen justo, así como los derechos a la protección especial 
de los sujetos vulnerables, al trabajo y al debido proceso, confianza legítima y ubicación laboral de personas 
en edad de trabajar (arts. 1, 2, 13, 25, 29 y 54 superiores)?” (Relatoría, Corte Constitucional)  
Respuesta al problema jurídico 
Primero.- Declarar EXEQUIBLE, por el cargo examinado, el artículo 140, numeral 4, de la Ley 1801 
de 2016, por las razones expuestas en esta providencia. 
Segundo.- Declarar EXEQUIBLE, por el cargo examinado los parágrafos 2º (numeral 4) y 3º del 
artículo 140 de la Ley 1801 de 2016, EN EL ENTENDIDO que cuando se trate de personas en situaciones 
de debilidad manifiesta o pertenecientes a grupos de especial protección que de acuerdo con la 
jurisprudencia constitucional se encuentren protegidas por el principio de confianza legítima, no se les 
aplicarán las medidas correccionales de multa, decomiso o destrucción, hasta tanto se les haya ofrecido por 
las autoridades competentes programas de reubicación o alternativas de trabajo formal, en garantía de los 




Sentencia SU 360/1999 
Ubicación 
Corte constitucional, Bogotá 19 de mayo 1999, magistrado ponente Dr. Alejandro Martínez 
Caballero, Expediente T-168937 y acumulados, sentencia. 
Hechos 
acciones de tutela instauradas por 1016 vendedores estacionarios y ambulantes de diversas 
localidades de Santafé Bogotá, contra el Alcalde Mayor del Distrito Capital, Enrique Peñalosa y 
los Alcaldes Locales de Fontibón, Chapinero, Engativá, Santa Fe, Kennedy, Tunjuelito, Ciudad 
Bolívar y Suba 
Sector Fontibón: los solicitantes asociados a el Sindicato Nacional de Vendedores en las vías 
públicas, y creadores de una cooperativa presentaron una propuesta con el fin de adquirir el 
compromiso económico de trasladarse a otro lugar y desalojar paulatinamente el espacio público; 
presentada esta ante la JAL, firmando también ante estos un compromiso comunitario presentado 
a tiempo ante la Alcaldía Local, basado en esto, la Alcaldía Local decidió e incluyo dentro del plan 
de desarrollo local de Fontibón 1996-1998, el proyecto Nº 78, aprobado por el acuerdo Nº 004 del 
5 de octubre de 1995. 
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La nueva alcaldía, inicio procesos policivos tendientes al desalojo de este grupo de vendedores, 
desconociendo de esta manera, los derechos adquiridos y violando de igual manera los derechos 
consagrados en los arilos 13, 25 y 44 de la Carta Política. 
Sector de Santafé: se evidencia una violación al principio de confianza legítima , basados en 
que muchos de los vendedores del sector contaban con el permiso o la licencia de la alcaldía local 
para realizar su trabajo en el espacio público estando estos carne tizados y censados, a tal punto 
que muchos de ellos pagaban servicios públicos por la electricidad necesaria para su 
funcionamiento, pero pese a todo esto el nuevo alcalde local desconociendo todos estos derechos 
y permisos inicio procesos de desalojo desde el día 4 de julio de 1998 y se estableció que estos 
operativos continuarían hasta recuperar la totalidad del espacio público. 
Sector de chapinero: vendedoras ambulantes, madres cabeza de hogar, y en condición de vejes 
son desalojadas de sus puestos de trabajo informal pese a que contaban con la reglamentación y el 
permiso de la Administración Distrital, han tenido las respectivas licencias expedidas por la 
Secretaría de Gobierno y Censos de la Oficina de Registro y Control, y estando existente un 
acuerdo entre la cooperativa COOASCOMER a fin de dar reubicación a los venderles ambulantes 
y estacionarios del sector. 
Sector de Ciudad Bolívar: ocho vendedores informales presentan acción de tutela al 
considerar vulnerados sus derechos al trabajo, vida e integridad familiar, pese a que con 
anterioridad les habían otorgado licencias y permisos para el desarrollo de sus actividades 
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económicas, solicitando así planes de reubicación y que se suspendas las actividades policivas 
tendientes a la recuperación del espacio publico 
Sector de Tunjuelito: los vendedores ambulantes y estacionarios del sector solicitan ante el 
juez que les sean protegidos su derecho al trabajo, puesto que en los últimos tres meses a órdenes 
del alcalde local y del alcalde de la ciudad de Bogotá se vienen adelantando acciones policivas 
tendientes a la recuperación del espacio público, acciones en las cuales se han visto agredidos tanto 
física como verbalmente los vendedores ambulantes, entre ellos algunos que cuentan con permiso 
y licencias para operar . 
Sector de Engativá: una colectividad de vendedores ambulantes que consideran vulnerado su 
derecho al trabajo, buscan por medio de la tutela pedir al alcalde mayor que suspenda los 
operativos policiales por medio de los cuales son desalojados de las calles y a que sean puestos en 
marcha planes de reubicación. 
Sector de Kennedy: los vendedores ambulantes del sector solicitan a la alcaldía de la localidad 
por medio de la acción de tutela que les sea protegido su derecho al trabajo, a la dignidad humana 
a la protección de menores, entre otros; y todo esto debido a los desalojos presentados el 25 de 
julio de 1998 
Sector de suba: 9 vendedores pertenecientes a la asociación de vendedores ambulantes y 
estacionarios, Asolvea solicitan que no sean desalojados de su lugar de trabajo informal, pues 




Según los casos concretos presentados en los hechos, encontramos que las pretensiones 
generales de los vendedores ambulantes de estas localidades son: la protección al derecho al 
trabajo, al derecho al mínimo vital, a la protección infantil; a un plan de reubicación y a la 
protección de derechos adquiridos aludiendo a la confianza legítima. 
Problema jurídico 
¿Son los procedimientos policivos ordenados por parte de los alcaldes menores o del alcalde 
mayor, violatorios de los derechos fundamentales al trabajo, la dignidad humana, el debido 
proceso; cuando estos procedimientos desconocen la existencia de permisos, ¿licencias o de planes 
acordados por ambas partes para la reubicación de estos? 
Respuesta al problema jurídico 
Dependiendo al caso concreto y siempre que los tutelantes hayan probado de debida manera la 
violación al derecho al trabajo, su fallo será a favor, de lo contrario, en los casos en los cuales no 
se probó de manera idónea o correcta, no se ampararan los derechos tutelados. 
Adicional a lo anterior la corte extiende un llamado a la prevención al Alcalde Mayor del 
Distrito Capital y a los Alcaldes Locales de esta ciudad para que en adelante, antes de procederse 
al desalojo, se busquen en lo posible soluciones de reubicación u otras opciones, conjuntamente 
con los ocupantes del espacio público amparados por la confianza legítima. Y al comandante de 
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policía metropolitana de Bogotá, a los comandantes de las zonas de Bacatá, Tisquesusa y 
Tequendama y a los responsables de estación de la policía nacional, al secretario de gobierno del 
Distrito Capital se le hace un llamado a prevención para que en el cumplimiento de sus funciones 
(lanzamiento) no atenten ni contra la dignidad de las personas ni contra la propiedad de los bienes 




Sentencia T 372/1993 
Ubicación 
Corte Constitucional, Bogotá 3 de septiembre 1993, magistrado ponente Dr. Jorge Arango 
Mejía, Expediente T- 14.647, sentencia  
Hechos 
Por medio del artículo 42, literal d, del Acuerdo 050 de 1991 "Código Municipal de Urbanismo 
y Construcción" que ordena la remodelación de Plaza de San Pedro y se expide el decreto 013 de 
1993 por el cual se ordena el desalojo total de la plaza de san pedro , se configuro la violación de 
los derechos fundamentales al trabajo y al debido proceso, aludiendo el hecho de que la propuesta 
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de reubicación presentada por parte de la alcaldía no era eficaz ni completa para la totalidad de los 
vendedores ambulantes, estacionarios y aquellos que contaban con caseta ; un total de 48, de los 
cuales solo 22 tomaron esta iniciativa de reubicación. 
Al no llegar a un acuerdo en el cual los vendedores no se vieran afectados económicamente, la 
alcaldía, pasados los 10 días mencionados en el decreto 013, procedió al desalojo por medio de 
acción policiva, dejando desamparados a los vendedores y sin ninguna propuesta adicional de 
reubicación. 
Pretensiones 
Que por parte de la alcaldía municipal se proporcionen diferentes soluciones y ubicaciones 
tendientes a prevenir o corregir el perjuicio ocasionado a raíz del desalojo y que les sea amparado 
de esta manera su derecho al trabajo 
Problema jurídico 
¿Es solo una propuesta de reubicación una herramienta efectiva para la solución de perjuicios, 
originados a los vendedores ambulantes cuando esta propuesta no cumple con las características 
necesarias para una acorde realización de sus actividades laborales? 
Respuesta al problema jurídico 
La Corte Constitucional considera que, al no ser reubicados oportunamente, se vulneró el 
derecho al trabajo de los demandantes, y se ordenara en un plazo de 30 días una solución efectiva 
 
60 
para los vendedores ambulantes que estén debidamente censados y con licencia para operar; 
considera además que una sola propuesta en la cual solo se contó con 10 días para su ejecución no 







Como resultado de la investigación documental para la elaboración de este proyecto logramos 
realizar una comparación del sector de La Candelaria en la ciudad de Bogotá con sectores de otras 
ciudades del país, lo que permitió evidenciar la presencia de fenómenos de esta misma índole en 
muchas ciudades del país, lo que hizo posible concluir que la posible solución al choque de 
intereses entre los vendedores ambulantes y los demás ciudadanos que hacen uso del espacio 
público de la zona que expusimos en puntos anteriores se puede aplicar a las demás ciudades del 
país.  
La aplicación de esta posible solución a otros sectores del país debe estar condicionada a la 
adaptación de esta a las necesidades que presenta cada zona debido a que la problemática que se 
desarrolla en cada ciudad tiene factores y elementos que la definen y diferencian de las demás.  
 
61 
Por consiguiente, a pesar de seguir una línea de acción similar a la de las demás zonas y a la 
aplicación de la normatividad generalizada sobre el tema que se planteó para la zona de La 
Candelaria de la ciudad de Bogotá, es fundamental tener como base el plan de desarrollo territorial 
que se estableció para cada zona del país y partir de este hacia la construcción de una organización 
estructural eficiente.  
En resumen, es posible tomar el plan de organización territorial de cada zona del país y a este 
aplicarle la normatividad y los puntos propuestos en este proyecto, es decir, la creación de una 
organización de vendedores ambulantes, la designación de representantes y voceros, la destinación 
de zonas específicas para el ejercicio de la actividad comercial, y demás puntos mencionados 
anteriormente. 
En ejercicio de los derechos del uso del espació publico los vendedores ambulantes se 
encuentran actuando en legitimidad, aunque sea un claro caso de ilegalidad, puesto que se 
encuentra taxativamente explicito el hecho de la no ocupación del espacio público en para el 
desarrollo comercial y económico sin una licencia previamente expedida por la autoridad 
competente o aquella que se encuentra en el mando u protección de esta área. 
Con fenómeno social, el comercio informal en las calles consecuencia del alto tráfico peatonal y 
social y debido a las constantes necesidades de los ciudadanos, es prácticamente improbable un 
detrimento de los vendedores ambulantes o un paulatino cese de actividades, ya que por 
conocimiento público la demanda impulsa a la oferta de los mismos y al ser consecuencia de otros 
factores sociales como el desempleo la administración deberá concentrar sus esfuerzos en la 
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dignificación de la actividad comercial de los vendedores ambulantes y estacionarios  y en brindar 
oportunidades reales que produzcan mejoramiento en su calidad de vida y no únicamente en la 
recuperación del espacio público. Los proyectos que imitan propuestas de otros países limitan el 
mercado del vendedor y difieren porque en aquellos países los mercados tradicionales representan 
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